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1. EL RECURSO EXTRAORDINARIO POR INFRACCIÓN
PROCESAL COMO HEREDERO DEL RECURSO DE
CASACIÓN POR VICIOS IN PROCEDEN DO

De la lectura de la Exposición de Motivos de la Ley 1/2000, de
7 de enero, de Enjuiciamiento Civil se desprende la evidencia de
que el recurso extraordinario por infracción procesal es consecuen­
cia de la intención legislativa por reducir a sus estrictos términos
el recurso de casación, intentando dotar, con ello, a nuestro siste­
ma procesal civil de una mayor coherencia y eficacia.

Nuestro sistema casacional se ha caracterizado históricamente
por permitir la impugnación de resoluciones judiciales, tanto por
motivos sustantivos (in iudicando) como procesales (in procedendo).
Sin embargo, si analizamos los orígenes del recurso extraordinario
es fácil colegir que sólo los primeros encajan adecuadamente con
los fines perseguidos por el instituto casacional.
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Tradicionalmente, se le han conferido al recurso de casación tres
finalidades2; la nomofiláctica, o de defensa del ordenamiento jurí­
dico; la de unificación de la doctrina jurisprudencial; y, aunque más
que una finalidad constituye un medio para la eficacia del propio
instituto, la defensa del interés de los particulares (ius litigatoris).

Debemos recordar, en primer lugar, que la casación surgió como
instrumento diseñado para la defensa del Poder Legislativo frente
a las posibles transgresiones que los órganos judiciales llevasen a
cabo de las normas por él promulgadas, con la intención de evitar
injerencias indebidas del Poder Judicial en su labor. Por ello, la ca­
sación en sus orígenes presentaba un carácter eminentemente po­
lítico. El Legislador pretendía moldear la realidad social atendien­
do a unos concretos parámetros, y el mecanismo que tenía para
lograrlo no era otro que la actividad legislativa, no podía consentir,
por tanto, que otro Poder del Estado interfiriera en dicha labor, con­
traviniendo la Ley y poniendo en peligro la idea de sociedad plani­
ficada por él. Desde esta perspectiva, no se puede negar que las
normas llamadas a servir de instrumento válido para lograr dicha
configuración social, de una forma más clara, no eran otras que las
de naturaleza sustantiva (normas que rigen la compraventa, el ma­
trimonio, testamentos, etc.), y no las de carácter adjetivo (normas
que regulan los plazos procesales, la forma de los actos de comuni­
cación, etc.), cuya violación afecta en menor grado a los objetivos
sociales trazados por el Legislador, quedando limitados sus efectos
al ámbito del proceso.

En segundo lugar, la unificación de la doctrina jurispruden­
cial tiene sentido siempre que estemos en presencia de normas
que requieran para su aplicación de una previa y necesaria labor
hermenéutica, de lo contrario, si estamos ante una norma que
permite su instrumentalización directa, no será necesaria unifi­
cación interpretativa alguna. Las normas procesales precisan de
dicha labor sólo en muy concretos supuestos, aquellos en los que
el precepto normativo procesal reviste cierto carácter material
(normas procesales extraformales). Sólo las normas procesales
que mantienen una relación más o menos directa con elementos
de la relación jurídico-material (normas sobre capacidad y legiti­
mación de las partes, pertinencia de la prueba, etc.), requieren

2 Un análisis en profundidad sobre los fines perseguidos por el recurso de casa­
ción y su falta de correlación con los motivos de impugnación procesales puede con­
sultarse en MARTíN BRAÑAS, Carlos., El recurso de casación civil por infracción
de las normas que rigen los actos y garantías procesales, Edit. McGraw.Hill, Madrid,
1997, págs. 353-381.
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de un proceso aplicativo complejo, necesitado de una previa la­
bor interpretativa dependiente de los diversos supuestos de he­
cho a los que resulten aplicables. En los demás casos, la mayo­
ría, dicha interpretación no es precisa y, con ello, tampoco
unificación jurisprudencial alguna.

Por fin, permitir el acceso al recurso extraordinario de casación por
haberse cometido la infracción de normas procesales, tampoco res­
ponde adecuadamente al último de los fines atribuidos al instituto ca­
sacional, el ius litigatoris. Por una parte, no debe olvidarse que el in­
terés de los particulares está íntimamente unido al concepto de
justicia material; el justiciable persigue una sentencia justa, por lo
que su interés se satisface estableciendo mecanismos procesales que
coadyuven la obtención de la misma. Sin embargo, una infracción pro­
cesal, en la mayoría de los casos, no produce una sentencia injusta
sino una sentencia nula, con lo que su control casacional poca rela­
ción puede tener con la obtención de esa justicia material. Por otra,
debemos tener presente que la consecuencia inmediata de una esti­
mación en casación de un motivo de carácter procesal es la retroac­
ción de las actuaciones al momento procesal en que se cometió dicha
falta, lo que supone un retraso en la obtención de la tutela solicitada,
consecuencia que no encaja, creemos, con la finalidad aludida.

Por todo ello, no adecuándose completamente los motivos de ca­
rácter procesal a los fines perseguidos por la casación, resulta to­
talmente coherente sacar del ámbito del recurso las infracciones
que presentan dicha naturaleza, limitando la labor del Tribunal Su­
premo al estudio de aquellos supuestos litigiosos en los que su in­
tervención, por ponerse en peligro la independencia del Poder Le­
gislativo, la unificación en la doctrina jurisprudencial o la justicia
material, adquiere verdadero sentido.

No obstante, la relevancia que para todo el sistema jurídico tienen
las normas procesales, hace necesario que se instrumentalice algún
mecanismo sustitutivo que pueda permitir a los justiciables poner de
manifiesto las transgresiones procesales cometidas en la tramitación
de sus peticiones de tutela jurisdiccional, permitiendo su revisión por
un órgano judicial jerárquicamente superior a aquel que supuesta­
mente cometió la falta procesal. Por ello, se instaura en el nuevo tex­
to ritual civil el recurso extraordinario por infracción procesal, del que
conocerán los Tribunales Superiores de Justicia, como órganos que
culminan la pirámide judicial en cada Comunidad Autónoma.

Requiriendo el estudio de este medio de impugnación una exten­
sión de la que en este momento no gozamos, nos limitaremos a per-
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filar las causas que posibilitan la articulación de este recurso, dejan­
do para otra ocasión el análisis de otras cuestiones que, sin duda, tam­
bién presentan gran interés, tales como las resoluciones recurribles,
su tramitación o los efectos de la resolución con que culmina.

2. MOTIVOS QUE DAN ACCESO AL RECURSO
EXTRAORDINARIO POR INFRACCIÓN PROCESAL

Tratándose de un recurso de carácter extraordinario, el de in­
fracciones procesales sólo será viable si se articula fundado en al­
guna de las causas o motivos que expresamente prevé el Legisla­
dor en el arto 469 LEC/2000.

En las páginas que siguen intentaremos plasmar, de forma bre­
ve, los motivos en los que puede fundamentarse este «novedoso»re­
curso extraordinario por infracción procesal, que por otra parte, ya
anticipamos, son herederos de los antiguos motivos de esta natu­
raleza previstos en el arto 1692 LEC/1881.

A) INFRACCIÓN DE LAS NORMAS SOBRE JURISDICCIÓN
Y COMPETENCIA OBJETIVA O FUNCIONAL

Reúne el primer motivo del arto 469 LEC/2000 el contenido de
los antiguos apartados primero y segundo del artículo 1692
LEC/1881, salvo lo relativo a la inadecuación de procedimiento. A
través de él es posible impugnar una resolución judicial cuando se
haya producido alguna de las siguientes circunstancias3:

a) Infracción de las normas sobre jurisdicción

El motivo previsto por el arto 469.1.1º LEC/2000 permite encar­
dinar la impugnación de aquellas resoluciones judiciales que ado­
lezcan de vicios referentes a cuestiones de jurisdicción en sus dife­
rentes modalidades\ es decir:

3 Ver MONTÓN REDONDO, A., Derecho Jurisdiccional, Tomo 11, con MONTE­
RO AROCA, Juan, GÓMEZ COLOMER, Juan Luis y BARONA VILAR, Silvia, Edit.
Tirant lo Blanch, Valencia, 2000, págs. 438 y ss.

4 En este sentido, y en relación con el antiguo arto 1692.1 LEC/1881, SERRA
DOMíNGUEZ, Manuel: «Del Recurso de Casación», en Comentarios a la Reforma de
la Ley de Enjuiciamiento Civil, Edit. Civitas, Madrid, 1985, pág. 834.
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1) Que el órgano jurisdiccional autor de la resolución recurrida
careciese de jurisdicción por razón de la materia, lo que puede acon­
tecer:

a) Cuando los Tribunales civiles conocen de cuestiones reser­
vadas a la Administración, en cuyo caso estaríamos ante un exceso
en el ejercicio de la jurisdicción; o cuando esos mismos órganos ju­
diciales se niegan a conocer de un asunto por estimar que dicho co­
nocimiento estaba atribuido a la Administración, verificándose, en
este segundo supuesto, un defecto en el ejercicio de aquélla.

b) Cuando los Tribunales civiles conocen de cuestiones reser­
vadas a órganos judiciales integrados en diferente Orden de la Ju­
risdicción (penal, social, o administrativo), o a jurisdicciones espe­
ciales (tales como la militar); produciéndose así otro supuesto de
exceso en el ejercicio de esa jurisdicción. También cuando, al con­
trario, se produce la absolución en la instancia por estimar el ór­
gano judicial civil que la cuestión litigiosa debía ser resuelta en el
ámbito de otro Orden Jurisdiccional, no siendo esto así, incurrien­
do, entonces, en un defecto en el ejercicio de la jurisdicción.

c) Finalmente, cuando los Tribunales civiles conocen de asun­
tos sometidos, por voluntad de los afectados, a la decisión de un ár­
bitro o colegio arbitral (exceso), o cuando rechazan decidir un con­
creto litigio apreciando indebidamente la existencia de una
convención arbitral (defecto).

2) Que el órgano jurisdiccional, cuya resolución se impugna, haya
ejercido su labor con falta de jurisdicción por razón del territorio:

a) Bien por exceso: al resolver una cuestión reservada al cono­
cimiento de Tribunales extranjeros.

b) O por defecto: si el Tribunal de instancia se ha negado inde­
bidamente a conocer, por estimar que la temática discutida debía
ser resuelta por un Tribunal extranjero.

Esta primera parte del artículo 469.1.1º LEC/2000 se correspon­
de plenamente con el contenido del antiguo artículo 1692.1LEC/1881,
eliminándose, eso sí, los conceptos de abuso, exceso y defecto que, en
muchos casos, podían ocasionar cierto confusionism05•

5 La interpretación de los conceptos exceso y defecto de jurisdicción carece de pro­
blemática, en ese sentido, el exceso se produce siempre que el órgano de instancia
(del orden civil en este caso), haya conocidocareciendo de jurisdicción para ello, sien­
do su deber haberse inhibido, por corresponder la tramitación y correspondiente re­
solución del asunto a un órgano de otro orden jurisdiccional; mientras que el defec­
to en el ejercicio de la jurisdicción se ocasiona cuando un órgano judicial deja de
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b) Infracción de las normas sobre competencia

Por medio de la segunda causa integrante del arto 469.1.1º
LEC/20006 se podrá alegar:

1) La infracción de las normas que sirven para determinar el
órgano judicial que ha de conocer de un determinado asunto en pri­
mera instancia (competencia objetiva).

2) La transgresión de los preceptos cuya finalidad es concretar
el órgano judicial apto para tramitar las diversas actuaciones que
se pueden ir sucediendo desde que se inicia un proceso hasta que
concluye la ejecución de la resolución con que finalizó aquél (com­
petencia funcional).

3) Y, aunque la Ley no lo menciona de forma expresa, la viola­
ción de las normas que designan al concreto órgano judicial, de los
de la misma clase, que debe conocer de un determinado asunto
(competencia territorial), cuando resulten aplicables preceptos de
carácter imperativo (art. 67 LEC/2000).

No creemos incardinable en este apartado la infracción de las
normas de reparto (arts. 68 y siguientes LEC/2000), pues más que
ante normas de carácter competencial, nos encontramos en pre­
sencia de reglas de naturaleza gubernativa o reglamentaria, quizás
por ello la propia LEC/2000 excluye la posibilidad de alegar su in­
fracción por medio de la declinatoria7•

conocer de un asunto pensando que no tiene jurisdicción para ello, y sin embargo la
posee. No puede decirse lo mismo del concepto jurídico de abuso, cuya incorporación
al arto 1692 fue objeto de muy fuertes críticas doctrinales, como consecuencia de su
inconcreción: Vid. SERRA DOMíNGUEZ, M.: «Del Recurso de Casación», en Co­
mentarios a la Reforma, op. cit., pág. 834; ORTELLS entiende que el término «abu­
so» nada añade a los otros calificativos que conforman el motivo, ORTELLS RA­
MOS, M., Derecho Jurisdiccional, Vol. 2, con MONTERO AROCA, Juan, GÓMEZ
COLOMER, Juan Luis y MONTÓN REDONDO, Alberto, Edit. Tirant lo Blanch, Va­
lencia, 1997, pág. 349; también, FERNÁNDEZ LÓPEZ al resaltar la «imposibilidad
lógica y gramatical de distinguir entre abuso y exceso», FERNÁNDEZ LOPEZ, Mi­
guel Ángel, Derecho Procesal Civil, Vol. 11, con DE LA OLIVA SANTOS, Andrés,
Edit. Centro de Estudios Ramón Areces, Madrid, 1997, pág. 581.

6 Este motivo formaba parte, junto con la inadecuación de procedimiento, del an­
tiguo arto 1692.2 LEC/1881.

7 En este sentido GÓMEZ COLOMER, J. L., Derecho Jurisdiccional, 'lbmo 11,
2000, op. cit., pág. 51.

No obstante, las tipifica como normas competenciales recurribles por la vía delarto 469.1.1.ª, MONTON REDONDO, A., Derecho Jurisdiccional, 'lbmo 11,2000, op.
cit., pág. 439.

El propio Tribunal Supremo ha tenido oportunidad de declarar que estamos en
presencia, más que de normas procesales sobre competencia, de preceptos de carác­
ter gubernativo, que no dan lugar a control procesal alguno. Podemos destacar por
su claridad las palabras de la STS de 26 de marzo de 1997 (R. A. 2539), según la
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B) INFRACCIÓN DE LAS NORMAS PROCESALES
REGULADORAS DE LA SENTENCIN

En una rápida aproximación al tema, constituirán infracciones
cometidas sobre la sentencia, apropiadas para ser impugnadas por
medio del presente precepto:

1.- La inexistencia de alguno de los requisitos formales que la
Ley exige para que la sentencia sea válida, cuando no constituyan
meras irregularidades procesales. El artículo 248 LOPJ preceptúa
que las sentencias deberán formularse expresando, tras un enca­
bezamiento, en párrafos separados y numerados, los antecedentes
de hecho, hechos probados, en su caso, los fundamentos de derecho
y, por último, el fallo. Además, deberán ser firmadas por el Juez,
Magistrado o Magistrados que las dicten.

El artículo 248 LOPJ no exige expresamente que la sentencia
deba ser motivada, sin embargo la fundamentación de la sentencia
debe ser considerada uno de los elementos sin los cuales toda re­
solución judicial quedaría incompleta, no sólo a tenor de lo esta­
blecido en el artículo 120.2 de la Constitución y arts. 208.1, 209.3
y 218.2 LEC/2000, sino en la medida en que así se desprende, de
forma implícita, del propio contenido del arto 248 LOPJ. Sin em­
bargo, debido a la íntima unión existente entre la necesaria moti­
vación de las resoluciones judiciales y el derecho a la tutela judi­
cial efectiva, su impugnación deberá articularse a través del motivo
previsto en el arto 469.1.4º y que más adelante analizaremos9•

cual: «••• No da lugar a una casación de la sentencia el posible incumplimiento de las
normas de reparto. El quebrantamiento de estas normas no reportarfa más que la po­
sibilidad de imponer una sanción disciplinaria al juzgador que no las hubiera ob­
servado como se deduce en los articulas 167 de la Ley Orgánica del Poder Judicial y
430 Y ss. de la Ley de Enjuiciamiento Civil y, en especial, del articulo 433 que indi­
ca que los Jueces que dicten providencia en un negocio que no estuviera repartido se­
rán corregidos disciplinariamente con arreglo a lo establecido en el titulo siguiente.
Por tanto no puede hablarse de que la omisión del reparto suponga una vulneración
del principio de Juez natural establecido por la Constitución ...». En igual sentido la
STS de 29 de julio de 1997 (R. A. 5811), al manifestar que «••• las reglas internas de
repartimiento de los asuntos carecen de relevancia procesal, de modo que su inobser­
vancia entra de lleno en el espacio gubernativo y no afecta a la competencia objetiva,
como tampoco ocasiona indefensión a los litigantes, ni, como efecto de todo ello, su­
pone premisa bastante para la nulidad de lo actuado en este litigio ...».

En estos términos las Sentencias de 22 de octubre de 1985 (R. A. 4960), 2 de abril
de 1996 (R. A. 2846), 25 de junio de 1998 (R. A. 5595), etc., y el Auto de 18 de mayo
de 1989 (R. A. 4969).

s Este motivo formaba parte, junto con la infracción de las normas rigen los ac­
tos y garantías procesales, del antiguo arto 1692.3 LEC/188!.

9 El tribunal Constitucional exige, de forma reiterada, que las resoluciones ju­
diciales contengan la mínima motivación necesaria, sin la cual se incurre en viola-
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2.-La falta de claridad y precisión en el contenido de las reso­
luciones judiciales (art. 218.1 LEC/2000): esta clase de vicio proce­
sal concurre cuando en la parte dispositiva o fallo de la sentencialD
se contienen pronunciamientos contradictorios, o tan confusos que
imposibilitan o dificultan gravemente su posterior ejecuciónll.

3.-La incongruencia (218.1 LEC/2000): estamos en presencia de
una resolución judicial incongruente cuando su parte dispositiva o
fallo12 no se corresponde con el contenido de las diversas pretensio­
nes oportunamente planteadas por las partes13• Además, debemos

ción del derecho a la tutela judicial efectiva. Ver, entre otras muchas, las SSTC
49/1982 de 14 julio, 61/1983 de 11 julio, 64/1984 de 21 mayo, 5/1986 de 21 enero,
174/1987 de 3 diciembre, 75/1988 de 25 abril, 36/1989 de 14 febrero, 114/1990 de 26
septiembre, 70/1991 de 8 abril, 34/1992 de 9 marzo, 122/1994 de 25 abril, 4/1996 de
16 enero, 32/1996 de 27 febrero, etc.

10 Pero no en los hechos probados o fundamentaciones jurídicas de la misma. Así
lo viene exigiendo de forma unánime la jurisprudencia, ver Sentencias de 30 de ju­
nio de 1915 (R. J. C. 134), 7 de mayo de 1918 (R. J. C. 57), 17 de marzo de 1921 (R.
J. C. 85), 5 de octubre de 1927 (R. J. C. 17), 11 de abril de 1940 (R. A. 286), 7 de
diciembre de 1945 (R. A. 1290), 28 de marzo de 1955 (R. A. 1689), 24 de febrero de
1967 (R. A. 1035), 11 de noviembre de 1970 (R. A. 5101), 24 de mayo de 1977 (R. A.
2140), 26 de enero de 1984 (R. A. 384), 7 de noviembre de 1986 (R. A. 6218), 8 de
junio de 1988 (R. A. 4827), 12 de diciembr4e de 1991 (R. A. 9000), 13 de octubre de
1994 (R. A. 7548), 16 de junio de 1999 (R. A. 4475), etc.

11 Ejemplos en donde se plantea la aparición de estas disposiciones contradicto­
rias los podemos encontrar en las Sentencias de 13 de junio de 1929 (R. J. C. 130),
26 de abril de 1932 (R. A. 1028), 10 de junio de 1941 (R.A. 742), 17 de abril de 1944
(R. A. 657), 19 de febrero de 1945 (R. A. 140), 9 de marzo de 1951 (R. A. 1611), 30
de marzo de 1971 (R. A. 1673), 22 de marzo de 1983 (R. A. 1606), 8 de junio de 1988
(R. A. 4827), 4 de abril de 1995 (R. A. 2932), etc.

12 La jurisprudencia desde hace tiempo viene exigiendo que este defecto pueda
ser corroborado en el fallo mismo de la sentencia. A modo de ejemplo las sentencias
de 31 de diciembre de 1951 (R. A. 2716), 8 de julio de 1952 (R. A. 1553), 1 de mayo
de 1954 (R. A. 1556), 11 de julio de 1955 (R. A. 2394), 22 de febrero de 1956 (R. A.
713), 9 de diciembre de 1982 (R. A. 7470), 30 de junio de 1983 (R. A. 3698), 31 de
enero de 1986 (R. A. 444), 12 de marzo de 1990 (R. A. 1690), 30 de abril de 1991
(R. A. 3116), 21 de marzo de 1992 (R. A. 6193), 15 de septiembre de 1997 (R. A.
6433), etc.

13 No resulta sencillo construir una definición de validez universal de incon­
gruencia, de entre la doctrina científica podemos destacar, en todo caso, las si­
guientes: GUASP DELGADO de una manera descriptiva entiende que la congruen­
cia es «... la conformidad que debe existir entre la sentencia y la pretensión o
pretensiones que constituyen el objeto del proceso, más la oposición y oposiciones en
cuanto delimitan este objeto. Es pues, una relación entre dos términos, uno de los
cuales es la sentencia misma y, más concretamente, su fallo o parte dispositiva, y
otro el objeto procesal en sentido riguroso; no, por lo tanto, la demanda, ni las cues­
tiones, ni el debate, ni las alegaciones y las pruebas, sino la pretensión procesal y la
oposición a la misma en cuanto la delimita o acota, teniendo en cuenta todos los ele­
mentos individualizadores de tal objeto; los sujetos que en él figuran, la materia so­
bre que recae y el título que jurídicamente lo perfila ...», GUASP DELGADO, Jaime,
Derecho Procesal Civil, Tomo 1, Edit. Instituto de Estudios Políticos, 3.ª edición, Ma­
drid, 1968, pág. 517. SERRA DOMíNGUEZ sostiene que « ••• la incongruencia en su
acepción más simple y general puede ser considerada como la falta de adecuación
entre las pretensiones de las partes formuladas oportunamente y la parte dispositi-
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hacer notar que a través de este motivo se posibilita la alegación
de incongruencia en sus diferentes modalidades14: a) ultra petita si
el Juez o Tribunal otorga más de lo pedido por las partes15; b) ex­
tra petita si existe un pronunciamiento sobre cuestiones que no han

va de la resolución judicial ...», SERRA DOMíNGUEZ, Manuel: «Incongruencia Ci­
vil y Penal», en Estudios de Derecho Procesal, Edit. Ariel, Barcelona, 1969, pág. 395.
Para PRIETO-CASTRO «'oo basta para cumplir el principio [de congruencia] con que
la parte dispositiva guarde acatamiento a lo sustancial de lo solicitado, que sus de­

claraciones tengan la eficacia jurídica necesaria para que queden resueltos todos lospuntos objeto de debate ...», PRIETO-CASTRO y FERRANDIZ, Leonardo, Tratado de
Derecho Procesal Civil, Vol. 1, Edit. Aranzadi, Pamplona, 1985, pág. 783. Para MI­
LLAN se produce incongruencia cuando el juez «oo. omite el deber de resolver, en con­
formidad con las pretensiones esgrimidas por las partes, en momento procesal opor­
tuno y en relación con los poderes atribuidos en cada caso al órganojurisdiccional...»,
MILLÁN, Carlos, La Incongruencia Civil, Edit. Tecnos, Madrid, 1983, pág. 17.

Sobre el concepto general de incongruencia, pueden consultarse las Sentencias
del Tribunal Supremo de 24 de febrero de 1966 (R. A. 814), 28 de octubre de 1970
(R. A. 4247), 17 de mayo de 1971 (R. A. 2858), 30 de junio de 1972 (R. A. 3333), 3
de febrero de 1973 (R. A. 3199), 8 de octubre de 1974 (R. A. 3724), 24 de enero de
1975 (R. A. 95),26 de marzo de 1979 (R. A. 920),28 de marzo de 1980 (R. A. 1231),
9 de febrero de 1981 (R. A. 388), 18 de febrero de 1982 (R. A. 744),28 de febrero de
1983 (R. A. 1082), 31 de marzo de 1984 (R. A. 1476), 31 de enero de 1986 (R. A.
444), 1 de febrero de 1990 (R. A. 650), 21 de marzo de 1992 (R. A. 6193), 5 de no­
viembre de 1997 (R. A. 7884), etc.

14 No así la incongruencia por infra petita, pues el órgano judicial siempre pue­
de otorgar menos de lo pedido por las partes. En este sentido, OLNA SANTOS, An­
drés De La: «Sobre la congruencia de la sentencia civil», en Derecho y proceso. Es­
tudios Jurídicos en Honor del Por(. A. Martínez Bernal, Edit. Universidad de Murcia,
Secretariado de Publicaciones, Murcia, 1980, pág. 600; MILLÁN, C., La incon­
gruencia civil, op. cit., págs. 117 y ss.

De este tenor, también, las SSTS de 4 de enero de 1887 (R. J. C. 4), 19 de octu­
bre de 1901 (R. J. C. 87), 27 de septiembre de 1911 (R. J. C. 56), 11 de mayo de 1922
(R. J. C. 13), 10 de marzo de 1930 (R. A. 752), 18 de febrero de 1941 (R. A. 151), 9
de julio de 1947 (R. A. 942), 28 de enero de 1948 (R. A. 141), 11 de marzo de 1950
(R. A. 377), 15 de diciembre de 1951 (R. A. 2774), 14 de abril de 1953 (R. A. 921),
30 de septiembre de 1955 (R. A. 2724), 29 de septiembre de 1956 (R.A. 3168), 16 de
marzo de 1995 (R. A. 3482), 18 de noviembre de 1996 (R. A. 8213), 20 de octubre de
1997 (R. A. 7273), etc.

15 Sobre el concepto de incongruencia por ultra petita, ver SSTS de 17 de marzo
de 1927 (R. J. C. 59), 24 de diciembre de 1928 (R. J. C. 157), 10 de febrero de 1930
(R. A. 648), 1 de diciembre de 1944 (R. A. 1272), 20 de octubre de 1949 (R. A. 1140),
19 de octubre de 1954 (R. A. 2635), 2 de abril de 1956 (R. A. 2408), 9 de junio de 1988
(R. A. 4812), 12 de julio de 1991 (R. A. 5378), 25 de septiembre de 1995 (R. A. 6669),
18 de noviembre de 1996 (R. A. 8213), 5 de noviembre de 1997 (R. A. 7884), etc.

16 Atender a lo dispuesto en las SSTS de 22 de noviembre de 1927 (R. J. C. 127),
8 de mayo de 1928 (R. J. C. 117), 26 de junio de 1929 (R. J. C. 187), 15 de marzo
de 1930 (R. A. 772), 30 de noviembre de 1931 (R. A. 2284), 10 de junio de 1932 (R.
A. 1099), 24 de mayo de 1933 (R. A. 1697), 28 de junio de 1934 (R. J. C. 74), 21 de
mayo de 1940 (R. A. 421), 13 de febrero de 1941 (R. A. 147), 16 de abril de 1942 (R.
A. 468), 21 de junio de 1943 (R. A. 732), 17 de marzo de 1945 (R. A. 283), 3 de ju­
lio de 1946 (R. A. 846), 24 de marzo de 1948 (R.A. 625), 20 de octubre de 1949 (R.
A. 1140), 11 de enero de 1951 (R. A. 235), 14 de octubre de 1952 (R. A. 1856), 30 de
enero de 1953 (R. A. 262), 3 de marzo de 1954 (R. A. 714), 3 de julio de 1956 (R. A.
2746),28 de abril de 1990 (R. A. 2805), 21 de marzo de 1992 (R. A. 6193), 12 de di­
ciembre de 1995 (R. A. 9430), 18 de noviembre de 1996 (R. A. 8213), 5 de noviem­
bre de 1997 (R. A. 7884), etc.
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sido planteadas16; y, finalmente c) por omisión de pronunciamiento,
si se ha obviado alguna de las peticiones suscitadas17•

4.- La falta de liquidación de cantidad adeudada en el supues­
to de sentencias de condena pecuniaria: en puridad ello acontece
cuando, actuando de distinto modo a como establece el artículo
219.2 LEC/2000, el órgano judicial no cuantifica el importe exacto
del dinero, frutos, rentas, utilidades o productos de cualquier clase
que se adeuden en la sentencia, ni concreta cuando menos las ba­
ses de cálculo para ello que quepa aplicar en la fase de ejecución.

5.-La alteración formal de las sentencias: el artículo 214 de la
LEC/2000 prohíbe variar o modificar las sentencias después de es­
tar firmadas por el Juez o Tribunal. Cualquier cambio que pueda
efectuarse una vez acaecido dicho evento, daría pie para su im­
pugnación, salvo si se tratase de corregir errores materiales mani­
fiestos o de carácter aritmético. También podrían incluirse en este
apartado los supuestos relativos a la potestad judicial de «aclara­
ción» de sentencias (art. 267 L.O.P.J. yart. 214 LEC/2000), cuando
esta última no se limite a corregir algún concepto oscuro o rectifi­
car cualquier error material.

Finalmente, creemos que este motivo no abarca la posibilidad
de alegar la infracción de la cosa juzgada18, ya que aunque se tra­
ta de un vicio de marcado carácter procesal, lo cierto es que sus
efectos no se circunscriben de forma exclusiva al ámbito de la sen­
tencia. Como se sabe, hay ocasiones en que los órganos judiciales
deben hacer efectiva la eficacia de cosa juzgada en actos del pro­
ceso que resultan previos al momento de emisión de la propia sen­
tencia (incidentes en los que ha de aplicarse la eficacia de cosa juz­
gada material en su vertiente positiva; casos en los que la eficacia
de cosa juzgada formal sea transgredida al admitirse frente a una
determinada resolución judicial un recurso fuera de plazo, etc.).
Cuando se admite de forma errónea la excepción de cosa juzgada,
no sólo se está impidiendo que se dicte una determinada senten­
cia sobre la cuestión de fondo debatida, sino, de hecho, la propia
existencia y desarrollo del proceso que habría tenido lugar para
obtener esa (segunda) resolución judicial. Por todo ello, nos pare-

17 Ver SSTS de 26 de febrero de 1926 (R. J. C. 181), 8 de mayo de 1928 (R. J. C.
117), 10 de diciembre de 1929 (R. J. C. 137), 25 de junio de 1945 (R. A 717), 2 de
abril de 1949 (R. A 555), 26 de febrero de 1953 (R. A 579), 5 de mayo de 1956 (R.
A 1967), 9 de junio de 1988 (R. A 4812), 21 de marzo de 1992 (R. A 6193), 18 de
noviembre de 1996 (R. A 8213), 5 de noviembre de 1997 (R. A 7884), etc.

18 Si lo hace MONTÓN REDONDO, A, Derecho Jurisdiccional, Tomo n, 2000,
op. cit., pág. 439.
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ce que la eficacia de cosa juzgada, en la medida en que no puede
conceptuarse como una figura que afecte de forma exclusiva a la
sentencia, sino que, más bien, a todo el proceso en su conjunto, de­
berá ser controlada por la vía del apartado tercero del artículo 469
LEC/2000.

C) INFRACCIÓN DE LAS NORMAS LEGALES QUE RIGEN
LOS ACTOS Y GARANTÍAS DEL PROCESO CUANDO LA
INFRACCIÓN DETERMINARE LA NULIDAD CONFORME
A LA LEY O HUBIERE PODIDO PRODUCIR
INDEFENSIÓN19

Este apartado junto con el anterior conformaban el antiguo arto
1692.3 LEC/1881, constituyendo ambas una cláusula general que
abría las puertas del recurso de casación a las infracciones de na­
turaleza procesal no contempladas en los dos primeros apartados
de dicho artículoal• Su redacción unitaria dio lugar a importantes
discusiones doctrinales que finalmente se han resuelto a favor de
su separación21•

19 Este motivo formaba parte, junto con la infracción de las normas regulan la
sentencia, del antiguo arto 1692.3 LEC/188!.

20 En relación con el arto 1692.3 LEC/1881, puede consultarse MARTíN BRAÑAS,
C.., El recurso de casación civil por infracción de las normas que rigen los actos y
garantías procesales, op. cit.

21 Muy dura era la crítica vertida por TABOADA ROCA, quien nos decía, « •• .la
actual redacción dista mucho de ser acertada, ya que:.

a) No es acertado el tratamiento en un solo motivo de las formas esenciales del
'juicio', entendido como proceso, y las normas reguladoras de la 'sentencia '. Como
veremos seguidamente, las normas reguladoras de la sentencia que dan acceso a la
casación no son las 'formales', sino las intrínsecas de la sentencia en relación con el
objeto litigioso ...», TABOADA ROCA, Manuel: «La Casación Civil en su Nueva Nor­
mativa», Revista General de Legislación y Jurisprudencia, tomo XCIX, N. 6, 1989,
pág. 866. Asimismo FERNÁNDEZ LÓPEZ, «... En realidad, el n.Q 3.Q del arto 1692
contiene dos preceptos (sería inconveniente hablar otra vez de 'submotivos] radical­
mente diferentes en su naturaleza y en sus efectos, que quizá sólo erróneas razones

doctrinarias expliquen porqué han sido incluidos en un mismo motivo ... »,FERNÁNDEZ LOPEZ, M. A., Derecho Procesal Civil, Vol. n, op. cit., pág. 584. En
términos similares GONZÁLEZ-CUELLAR SERRANO, Nicolás, Los Recursos en el
Proceso Civil, dirigida por GIMENO SENDRA, Vicente, Edit. Tirant lo Blanch, Va­
lencia, 1995, pág. 510.

Por el contrario, se mostraba conforme con su redacción, PRIETO-CASTRO, quien
afirmaba: « •••Este motivo es técnicamente importante y plausible, porque corrige el
desorden clasificatorio que existía entre algunos motivos del artículo 1692 antiguo y
del artículo 1693 también antiguo, les confzere una denominación y calificación más
adecuadas y se compone de fórmulas más amplias o generales, impeditivas de que
pudiera quedar indebidamente excluida alguna infracción perseguible, es decir, que
en este motivo no existe criterio cerrado (clausus'), como tampoco lo hay en el quin­
to, que después veremos ...», PRIETO-CASTRO y FERRÁNDIZ, L., Tratado de Dere­
cho Procesal Civil, Vol. n, op. cit., pág. 526.
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Con carácter general, se puede mantener que este inciso con­
tiene, recogiendo las palabras que el profesor GUTIERREZ DE
CABIEDES nos ofrecía respecto del segundo inciso del antiguo
arto 1692.3 LEC/188122 «oo. cualesquiera infracciones propiamente
in procedendo es decir, las producidas en cuestiones de carácter
meramente procesal desde la incoación válida del proceso (por lo
que se excluyen las cuestiones de jurisdicción y competencia) has­
ta la decisión (cuyos vicios son objeto del primer inciso de este
apartado) ...».

Con carácter previo, aunque ya lo hemos adelantado, creemos
alegable a través de este motivo la violación de la eficacia de cosa
juzgada por su naturaleza eminentemente procesal. Tradicional
ha sido la discusión mantenida entre aquel sector doctrinal que
ha venido defendiendo que la infracción de la eficacia de la cosa
juzgada tiene carácter sustantivo, frente a aquellos que sostienen
que es claramente procesal, sin faltar algunos que han apostado
por una postura ecléctica23, siempre con relación a su naturaleza
jurídica24:

a) Por un lado, se encuentra la teoría sustantiva, que parte de
la consideración del concepto de «sentencia injusta», entendida como
constitutiva de una nueva realidad, es decir, de una relación sus­
tantiva antes inexistente: este carácter constitutivo se extiende fá-

22 Vid. GUTIÉRREZ DE CABIEDES y FERNÁNDEZ DE HEREDIA, Eduardo:
«La Nueva Casación Civil», Boletín del Ilustre Colegio de Abogados de Madrid, N.
6, Madrid, 1985, pág. 96.

23 Entre los representantes de esta postura ecléctica, podemos destacar: CAR­
NELUTTI, Francesco, Instituciones del Proceso Civil, Vol.1, Trad. 5.! edición italia­
na Sentís Melendo, Edit. EJEA, Buenos Aires, 1973, págs. 137 y ss.; ANDRIOLI,
Virgilio,Diritto Processuale Civile, Vol.1,Edit. Jovene, Napoli, 1979, pág. 861; MAZ­
ZARELLA,Ferdinando, Analisi del Giudizio Civile di Cassazione, Edit. Cedam, Pa­
dova, 1983, págs. 53 y 54; BAUMBACH,Adolf;LAUTERBACH,Wolfgang;ALBERS,
Jan; HARTMANN,Peter, Zivilprozessordnung, Edit. C. H. Beck Verlag, 53. Aufla­
ge, Munchen, 1995, pág. 1109.

24 Posiciones perfectamente explicadas, en sus grandes líneas, por: SATTA,Sal­
vatore, Diritto Processuale Civile, Edit. Cedam, Padova, 1987, págs. 218 y 219.
ALLORIO entiende que ambas tesis surgen de la diferente postura que se tenga
frente al proceso mismo, de tal manera que, los partidarios de la teoría sustantiva
de la cosa juzgada consideran que el proceso es un instituto destinado al logro de
la composición de la litis, de forma que la solución de ese litigio supone una nueva
reglamentación cierta, en sustitución de la precedente incierta (la litis supone una
discrepante apreciación de la voluntad de la ley que, por tanto, resulta incierta), de
la relación de derecho sustancial sobre la cual recaía la controversia; por el contra­
rio, la teoría procesal de la cosajuzgada considera al proceso comoinstrumento para
la actuación del derecho, de tal manera que la sentencia no puede crear nuevas re­
laciones jurídico sustanciales, sino que sólo podrá crear un vínculo para los jueces
futuros que sean llamados a decidir acerca de la eadem res, ALLORIO, Enrico, Pro­
blemas de Derecho Procesal, Tomo 11,Trad. Sentís Melendo, Santiago, Edit. EJEA,
Buenos Aires, 1963, págs. 135 y 136.
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cilmente a la sentencia justa, y más adelante, a cualquier senten­
cia, o elemento que sUIja de la relación misma, (ejemplo, contra­
tO?5. La sentencia se convierte así en el punto de referencia con re­
lación al que deberá regirse la relación jurídico-material; el tribunal
de un subsiguiente proceso quedará vinculado por lo decido en un
proceso anterior, porque las relaciones jurídicas son como las sen­
tencias las declaran26•

b) Por otro, defendida por un número no menos importante de
partidarios, tanto dentro de nuestras fronteras27 como en los países
de nuestro entom028, se encuentra la teoría procesal de la cosa juz-

25 Podemos encontrar quien conecta la teoría sustantiva al hecho de considerar
a los jueces como los destinatarios de la autoridad de cosa juzgada, ANDRIOLI, v.,
Diritto Processuale Civile, Vol. 1, op. cit., pág. 995.

26 Atribuyen carácter sustantivo a la normativa reguladora de la cosa juzgada,
siempre desde la óptica del proceso civil y en relación con su impugnación en casa­
ción: SERRA DOMINGUEZ, M.: «Del recurso de casación», op. cit., págs. 839 y 840;
TOVARMORAIS, Antonio, El Recurso de Casación Civil, Edit. Aranzadi, Pamplo­
na, 1985, pág. 160; VERGE GRAU, Joan, La Nulidad de Actuaciones, Edit. Bosch,
Barcelona, 1987, pág. 158; MORENO CATENA,Victor, Derecho Procesal, Proceso
Civil, con GIMENO SENDRA, Vicente y CORTÉS DOMINGUEZ, Valentín, Edit.
Tirnat lo Blanch, Valencia, 1993, pág. 304. También, entre la doctrina italiana, MI­
CHEL!, Gian Antonio, Corso di Diritto Processuale Civile, Vol. 1, Edit. Giuffre, Mi­
lano, 1959, pág. 304; ALLORIO, E., Problemas de Derecho Procesal Civil, Tomo H,
op. cit., págs. 147 y ss.

27 Vid. PLAZA,Manuel De La, La Casación Civil, Edit. Revista de Derecho Pri­
vado, Madrid, 1944, pág. 309; FAIRÉN GUlLLÉN, Victor, Estudios de derecho pro­
cesal, Edit. Revista de Derecho Privado, Madrid, 1955, pág. 344; GUASP DELGA­
DO, Jaime: ,<ElSistema de una Ley Procesal Civil Hispano-Americana", en Actas
del 1 Congreso Ibero-Americano y Filipino de Derecho Procesal, Edit. Instituto Es­
pañol de Derecho Procesal, Madrid, 1955, págs. 65 y 66; GóMEZ ORBANEJA, E.;
HERCE QUEMADA,v., Derecho procesal civil, Vol. H, 6.ª Edic., op. cit., pág. 175;
TABOADAROCA, Manuel: «La Proyectada Reforma de la Casación Civil», Revista
General de Legislación y Jurisprudencia, año CXXXIH,julio 1984, Núm.1, T. LXX­
XIX, Madrid, págs. 32 y 33. MUERZA ESPARZA,Julio Javier: «Estudio Jurispru­
dencial del Quebrantamiento de las Formas Esenciales del Juicio Hasta la Reforma
de 6 de Agosto de 1984», Revista de Derecho Procesal, Núm. 2, Madrid, 1985, pág.
366; PRIETO-CASTRO y FERRÁNDIZ, L., Tratadode Derecho Procesal Civil, Vol.
H, op. cit., pág. 527, aunque en otro lugar nos dice que la impugnación en casación
del desconocimiento de la cosa juzgada se podría fundar en el1.º y en el 5.º del arto
1692, Tratado de Derecho Procesal Civil, Vol. 1, op. cit., pág. 805; MONTERO ARO­
CA, J., Derecho Jurisdiccional, Vol. H, op. cit., 2000, págs. 463 y 464; OLIVASAN­
TOS, A. De La, Derecho Procesal Civil, Vol. H, op. cit., págs. 184 y 185, aunque en
Sobre la Cosa Juzgada, aún adhiriéndose definitivamente a la teoría jurídico-pro­
cesal, se manifiesta partidario de incluir su infracción dentro de las impugnables
por la via del artículo 1692.5, hoy 1692.4 de la LEC: Vid. op. cit., págs. 32 y 120.

En general, en relación con la naturaleza de la «cosajuzgada», ver CARRERAS
LLANSANA,Jorge: «Tratamiento Procesal de la Excepción de Cosa Juzgada en el
derecho positivo español», en Estuidos de Derecho, con MIGUEL FENECH, Edit.
Bosch, Barcelona, 1962, en esta obra mantiene CARRERASel carácter procesal de
la excepción de cosa juzgada, págs. 289 y 290.

28 Fuera de nuestras fronteras, CHIOVENDA,Giuseppe., Principii di Diritto Pro­
cessuale Civile, Edit. Jovene, Napoli, 1923, págs. 910 y 1023; ROCCO, Ugo, Tratta­
to di Diritto Processuale Civile, Vol. I1I, Edit. UTET, Torino, 1957, pág. 371; ZAN-
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gada. Según esta segunda tesis el pretendido efecto sustantivo o
material (constitutivo) de la sentencia, no es sino una mera conse­
cuencia de su verdadero efecto, de naturaleza negativa, o sea la in­
controvertibilidad de la declaración judicial en cualquier otro pro­
ceso, dada en forma de prohibición dirigida a todo juez para juzgar
nuevamente o en modo diverso un asunto ya decidido por senten­
cia firme previa. De aquí su entronización como institución proce­
sal, porque todo el fenómeno de la cosa juzgada se agota en el ám­
bito del proceso (concretamente, de aquel segundo en el que se
producen los efectos negativos o positivos de la sentencia previa).

En todo caso, quizás en éste, como en otros muchos temas, deba
mantenerse una visión lo más amplia posible. De esta forma, es
preciso señalar que la eficacia de cosa juzgada mantiene una im­
portante relación, tanto con la cuestión jurídico-material discutida,
como con el debate procesaF9, a pesar de lo cual debe reconocerse
que su efecto inmediato o directo recae de forma especial sobre la
propia relación de carácter procesal, pareciendo lógico, por tanto,
en contra de una mayoritaria opiniónjurisprudencia130, entender su

ZUCCHI, Marco Tullio,Diritto Processuale Civile, Vo1.lI,Edit. Giuffre, Milano, 1962,
págs. 281y 282; FAZZALARI,Elio, Istituzione di Diritto Processuale, V edizione, Edit.
Cedam, Padova, 1989, pág. 441; COSTA,Sergio, Manuale di Diritto Processuale Ci­
vile, Edit. UTET, Torino, 1955, pág. 412.

Dentro de la doctrina alemana podemos señalar insignes defensores de la doc­
trina procesal de la cosa juzgada: HELLWIG, Konrad, System des Deutschen Zivil­
prozessrechts, B. 1, 2. Neudruck der Ausgabe Leipzig 1912, Scientia Verlag, Aalen
1980, pág. 773; STEIN, Friedrich, Grundiss des Zivilprozessrechts und der Kon­
kursrechts, Nuedruck der Ausgabe TUbingen 1928, Scientia Verlag, Aalen, 1970,
págs. 277 ss.; GOLDSCHMIDT,James, Der Prozess als Rechtslage (eine Kritik des
prozessualen Denkens), Neudruck der Ausgabe Berlin 1925, Scientia Verlag, Aalen
1962, págs. 211 ss., y en Zivilprozessrecht, op. cit., págs. 206 y 207; JUERNIG, Oth­
mar, Zivilprozessrecht, 19. Auflage, Verlag C. H. Beck, Múnchen, 1981, págs. 198 y
199;ROSENBERG, Leo, Tratado de derecho procesal civil, Vol.11,trad. RomeroVera,
Edit. EJEA, Buenos Aires, 1955, págs. 453-460, también en Zivilprozessrecht, op.
cit, págs. 916 y 917; VOGEL, Oscar, Grundriss des Zivilprozessrechts, 2. Auflage,
Verlag Stampfli und Cie A. G., Bern, 1988, pág. 166; ZEISS, Walter, Zivilprozess­
recht, 7. Auflage, Verlag J. C. B. Mohr (Paul Siebeck), Ttibingen, 1989, pág. 209;
BAUMBACH, A; LAUTERBACH, W.; ALBERS, J.; HARTMANN, P., Zivilprozes­
sordnung, op. cit., pág. 1109.

29 Quizás por ello LIEBMAN sostiene que ni la teoría sustantiva ni la procesal
pueden ser tenidas por válidas, en realidad no es posible hacer una distinción drás­
tica entre el derecho y el proceso, por ello «•.• la eficacia de la sentencia es cierta­
mente procesal, por la decisiva razón de que la sentencia es un acto del proceso, pero
ella incide directamente sobre el derecho, que por definición es eso, -y sólo eso- lo
que el juez declarará ...", LIEBMAN, Enrico Tullio, Manuale di Diritto Processuale
Civile, Principi, Edit. Giuffre, Milano, 1992, pág. 292.

30 La Sala 1.ª viene adscribiéndose a la tesis sustantiva de la cosa juzgada,
al admitir la impugnación en casación por infracción de la cosa juzgada a tra­
vés del motivo 4.º del arto 1692 LEC/1881: a modo de ejemplo las SSTS de 15 de
febrero de 1988 (R. A. 1990); 5 de julio de 1989 (R. A. 5398); 23 de julio de 1990
(R.A. 6168); 4 de noviembre de 1991 (R. A. 7932); 12 de mayo de 1992 (R.A.
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infracción de clara naturaleza procesal y, por tanto, susceptible su
violación de fundamentar este recurso extraordinario.

Por lo demás, para la viabilidad del recurso fundamentado en
este motivo, exige la Ley la concurrencia de dos circunstancias,
estableciéndose la segunda con carácter subsidiario respecto de la
primera:

a) Que la infracción de los actos y garantías procesales deter­
mine la nulidad del acto.

b) Que hubiera podido producir indefensión.

a) La nulidad del acto procesal

Si la infracción del acto o garantía procesal conlleva la nulidad
del acto procesal, será motivo suficiente para articular el presente
recurso por infracción procesal.

Atendiendo a lo dispuesto en los arts. 238 y ss. de la LOPJ,
pues para que resulte aplicable lo establecido en el arto 225
LEC/2000 es requisito previo la reforma del texto orgánico, pue­
de mantenerse que se distingue entre las llamadas «nulidades de
pleno derecho», cuya producción implica sin más su posible apre­
ciación, aunque requiriendo en determinados casos la concurren­
cia de indefensión efectiva; y los «defectos de forma», que precisan
para su apreciación el que con ellos se impida la consecución del
fin para el cual se ha previsto ese acto o, en su defecto, que com­
porte una real indefensión, y que en la LEC/2000 desaparecen.
Desde esta perspectiva, puede decirse que al hablar de nulidad, y
dejando a un lado el tema de la inexistencia, es viable distinguir
en nuestro ordenamiento jurídico, mientras no se produzca la
mencionada reforma de la LOPJ, entre3!:

3918), 15 de diciembre de 1993 (R. A. 9989), 5 de julio de 1994 (R. A. 6428), 31
de octubre de 1995 (R. A. 7655), 30 de julio de 1996 (R. A. 6413), 4 de noviem­
bre de 1997 (R. A. 7927), 31 de diciembre de 1998 (R. A. 9768), 11 de octubre de
1999 (R. A. 7423), etc.

En todo caso, es posible encontrar, de manera excepcional, alguna resolución de
esa misma Sala 1.! que admiten la alegación de esta infracción por el número 3 del
artículo 1692: así las de 4 de mayo de 1989 (R. A. 3587), 26 de febrero de 1990 (R.
A. 718); 23 de marzo de 1990 (R. A. 1724), etc.

31 Apuntan esta posible clasificación RAMOSMÉNDEZ, Francisco, Derecho Pro­
cesal Civil, Thmo1,Edit. Bosch, Barcelona, 1992, págs. 368 y ss.; también CORDÓN
MORENO, Faustino, Introducción al Derecho Procesal, Edit. EUNSA, Pamplona,
1995, págs. 155 y 156.
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1) Nulidades de pleno derecho, entre las que podemos iden­
tificar32:

a) La falta de jurisdicción o de competencia objetiva o funcio­
nal (art. 238.1 LOPJ) 33.

b) Los actos procesales realizados bajo violencia o intimidación
(art. 238.2 LOPJ)31.

e) El haber prescindido total y absolutamente de las normas
esenciales del procedimiento (art. 238.3, inciso primero), o con in­
fracción de los principios de audiencia, asistencia y defensa, siem­
pre que se haya producido efectiva indefensión (art. 238, inciso se­
gundo) 35.

2) Defectos de forma:Jl:además de concurrir la transgresión a
una norma que regule la correcta realización de un determinado
acto procesal, se exige para su apreciación dos requisitos adiciona­
les (art. 240 LOPJ), cuales son:

a) Que se impida al acto la consecución de su finalidad, que
es la establecida por la ley, y no aquella que puedan perseguir
las partes37•

b) Necesidad de que se produzca una indefensión efectiva en
todo caso, y no sólo en determinados supuestos como ocurre con las
nulidades de pleno derecho.

32 La LEC/2000, en su arto 225, además de eliminar alusiones inconvenientes
técnicamente (infracción de los principios de audiencia, asistencia y defensa), in­
cluye dos nuevos motivos: a) cuando los actos se realicen sin intervención de abo­
gado, si la Ley la establece como obligatoria; b) todos aquellos casos en los que la
Ley declare la nulidad absoluta de un determinado acto procesal.

33 Coincide con el previsto en el arto 225.1 LEC/2000.
34 Coincide con el previsto en el arto 225.2 LEC/2000.
35 Coincide con el previsto en el arto 225.3 LEC/2000, con la supresión de con­

ceptos incovenientes (total y absolutamente) y la alusión a la los principios de au­
diencia, asistencia y defensa.

36 Desaparecen en el texto de la LEC/2000.
:<1 Este requisito ha sido tradicional en el ordenamiento Italiano. En este senti­

do, la doctrina procesalista de aquel país ha venido interpretando ese fin como el
señalado por la Ley y nunca el que las partes puedan pretender, así CHIOVENDA,
G., Principii di Diritto Processuale Civile, op. cit., pág. 655; LIEBMAN, E. T., Ma­
nuale di Diritto Processuale Civile, op. cit., págs. 246 y 247. Por su parte ANDRIO­
LI, además de señalar los caracteres que hemos apuntado, reseña que en todo caso
los vicios referentes a términos procesales siempre tienen el carácter de relativos,
ANDRIOLI, V., Commento al Codice di procedura civile, Vol. 1, Edit. Cedam, Pado­
va, 1957, pág. 411; LUGO, Andrea, Manuale di Diritto Processuale Civile, op. cit.,
pág. 110; SATTA,S., Diritto Processuale Civile, op. cit., pág. 250. También sobre el
contenido que debe otorgarse al fin del acto CARPI, Federico; COLESANTI, Vitto­
rio; TARUFFO, Michele, Comentario Breve al Codice di Procedura Civile, Edit. Ce­
dam, Padova, 1988, págs. 218 y 219.
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b) Subsidiaria producción de indefensión

De no producir la nulidad del acto la infracción aducida, sólo
será posible instrumentar el presente recurso si dicha infracción ha
podido producir indefensión a la parte que la alega. Del tenor lite­
ral del precepto parece desprenderse que este segundo condicio­
nante es de carácter subsidiario, es decir, sólo entrará en juego en
aquellos casos en los que la infracción supuestamente producida no
determine la nulidad del acto, en cuyo caso, el recurso sólo podrá
prosperar si dicha infracción, no constitutiva de nulidad, ha podi­
do causar indefensión a la parte que la alega.

Más complejo, sin duda, resulta determinar cuándo una infrac­
ción de norma procesal ha producido indefensión.

En teoría, el concepto de indefensión, entendido en sentido es­
tricto, no debería presentar muchos problemas. Debe ponerse en re­
lación con la propia esencia del proceso, como sistema de resolución
de los conflictos de intereses, basado en la posición de equilibrio de
las partesiE• La indefensión conlleva la ruptura de ese equilibrio, sin
importar la forma en que se produzca.

Si se tiene presente esta idea, existirá indefensión en cual­
quier momento en que una de las partes vea reducidas con res­
pecto a la otra sus posibilidades de ataque y defensa en sentido
absoluto3l.

Sin embargo, no cabe entender esta premisa de manera que
sólo se aprecie indefensión cuando las posibilidades de defensa
quedan eliminadas de forma absoluta, sino que será suficiente
para entender su producción, cuando resulten simplemente dis­
minuidas40.

38 Esta relación con la esencia del proceso es puesta de manifiesto por ALMA­
GRO NOSETE, José: «La Prohibición Constitucional de Indefensión», Poder Judi­
cial, número especial VI, Madrid, 1989, pág. 233. GESTO ALONSO, Blanca: <Pre­
cisiones sobre el Concepto de Indefensión desde el Punto de Vista Procesal», Revista
de Derecho Procesal, N.1, Madrid, 1991, pág. 299.

39 Vid. SUAU MOREY, Jaime, El Quebrantamiento de las formas esenciales del
juicio y el recurso de casación, Edit. Reus, Madrid, 1986, pág. 130; CHAMORRO
BERNAL, Francisco, La Tutela Judicial Efectiva, Edit. Bosch, Barcelona, 1994, pág.
112; MARTIN DE LA LEONA ESPINOSA, José María., La Nulidad de Actuaciones
en el Proceso Civil, Edit. Colex, Madrid, 1996, págs. 184 y 185.

Este sentir puede apreciarse de forma reiterada en la propia jurisprudencia del
Tribunal Constitucional, así claramente expuesto en las Sentencias 127/1981 de 25
de noviembre, 12/1983 de 12 de enero, 48/1984 de 4 de abril, 156/1992 de 19 de oc­
tubre, 26/1993 de 25 de enero, 89/1997, de 5 de mayo, 165/1998, de 14 de julio, etc.

40 Así lo señala el propio Tribunal Constitucional en sus Sentencias 9/1982 de
10 de marzo, 48/1984, de 4 de abril, etc.
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Por su parte la jurisprudencia viene diferenciandoentre indefensión
constitucinal o material e indefensión procesal o formal41• En tal senti­
do, la indefensión constitucional o material es aquella que se produce
como consecuencia de la concurrencia de una serie de requisitos esta­
blecidospor el propio Tribunal Constitucional en el caso concreto. Por
contra, la indefensión procesal o formal se traduce en la sola infracción
de un precepto procesal, pero que, pese a ello, no cumple con todos los
requisitos adicionalesque el Tribunal Constitucional establece para que
esa indefensión pueda ser considerada comoconstitucional.

Nos encontramos frente a una realidad en la que el Tribunal
Constitucional, cuando declara la existencia o no de indefensión en
un determinado supuesto, no sólo se conforma con la evidencia de
que se ha producido un desequilibrio procesal, sino que además exi­
ge la concurrencia de una serie de requisitos adicionales.

Esta dualidad, remarcada por el Tribunal Constitucional, alber­
ga importantes zonas de oscuridad, ya que en todo caso, si existe
indefensión ésta sólo puede ser de un sólo tipo, con independencia
de que sea debida a la infracción de cualquier norma procesal, o
sólo por la violación de alguna de esas normas rituales42•

Esos requisitos requeridos por la jurisprudencia pueden resu­
mirse en los siguientes43:

1) La necesaria existencia de una infracción previa de norma
procesal44•

41 Distinción reiterada por el Tribunal Constitucional, Vid. SS 118/1983de 13 de
diciembre 48/1984 de 4 de abril, 161/1985 de 29 de noviembre, 48/1986 de 23 de
abril, 194/1987 de 9 de diciembre, 246/1988 de 19 de diciembre, 112/1989 de 19 de
junio, 196/1990 de 29 de noviembre, 7/1991 de 17 de enero, 189/1992 de 16 de no­
viembre, 106/1993 de 22 de marzo, 70/1994 de 28 de febrero, 105/1995 de 3 de ju­
lio, 51/1996 de 26 de marzo, etc.

42 Esta misma puntualización es realizada por OLNA SANTOS, Andrés De La,
Derecho Procesal. Introducciónl, con DíEZ-PICAZO GIMÉNES, Ignacio y VEGAS
TORRES, Jaime, Edit. Centro de Estudios Ramón Areces, Madrid, 1999, pág. 436;
FERNÁNDEZ LÓPEZ, M. A., Derecho Procesal Civil, Vol. 11,op. cit., pág. 586. En
contra de esta distinción realizada por el Tribunal Constitucional, también ALMA­
GRO NOSETE, J.: «La Prohibición Constitucional de Indefensión ••, op. cit., pág. 235;
GESTO ALONSO, B.: <,precisiones sobre el Concepto de Indefensión desde el Punto
de Vista Procesal», op. cit., pág. 318; BORRAJO INIESTA, Ignacio, DIEZ-PICAZO
GIMENEZ, Ignacio, FERNANDEZ FARRERES, Germán, El Derecho a la Tutela Ju­
dicial y el Recurso de Amparo, Edit. Civitas, Madrid, pág. 115.

43 Estos requisitos son desarrollados en profundidad por MARTíN BRAÑAS,C..,
El recurso de casación civil por infracción de las normas que rigen los actos y ga­
rantías procesales, op. cit., págs. 220 y ss.

44 El requisito de la previa violación normativa es reiterado de forma constante
por el Tribunal Constitucional, a modo de ejemplo las SS 66/1983 de 21 de julio,
3/1984 de 20 de enero, 197/1989 de 27 de noviembre, 163/1990 de 22 de octubre,
55/1991 de 12 de marzo, 189/1992 de 16 de noviembre, 105/1995 de 3 de julio, etc.
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2) Exigencia de perjuicio para la parte que alega la indefen­
sión45,

3) La indefensión no debe ser provocada por la parte que la alega"',

4) La situación de indefensión alegada debe ser presente, y nun­
ca futura o hipotética47,

5) La indefensión sólo puede ser alegada por la parte afectada4B•

6) La posibilidad de subsanar la falta productora de indefen­
sión49•

7) La posibilidad de intentar otras accionesoo,

D) VULNERACIÓN DE DERECHOS FUNDAMENTALES
RECONOCIDOS EN EL ART. 24 DE LA CONSTITUCIÓN

La determinación de cuáles son esos derechos a los que se re­
fiere el precepto no es tarea sencilla, pues se trata de un amplísi­
mo elenco, dentro del que cabría destacar:

a) Derecho a una tutela judicial efectiva

El propio Tribunal Constitucional, en reiterada doctrina, ha ve­
nido perfilando los límites de este derecho, afirmando que en su

4ó En este sentido podemos citar las siguientes sentencias del Tribunal Constitu­
cional1/1983 de 13 de enero, 73/1985 de 14 de junio, 48/1986 de 23 de abril, 83/1987
de 28 de mayo, 31/1989 de 13 de febrero, 145/1990 de 11 de octubre, 178/1991 de 19
de septiembre, 6/1992 de 16 de enero, 106/1993 de 22 de marzo, 314/1994 de 28 de
noviembre, 15/1995 de 24 de enero, 1/1996 de 15 de enero, etc.

46 Como muestra de la reiteración de este requisito Vid. SS 29/1984 de 29 de fe­
brero, 96/1985 de 29 de julio, 145/1986 de 24 de noviembre, 12/1987 de 4 de febre­
ro, 58/1988 de 6 de abril, 123/1989 de 6 de julio, 169/1990 de 5 de noviembre,
186/1991 de 3 de octubre, 141/1992 de 13 de octubre, 68/1993 de 1 de marzo, 139/1994
de 9 de mayo, 105/1995 de 3 julio, etc.

47 Vid. SSTC 181/1994 de 20 de junio, 314/1994 de 28 de noviembre, 15/1995 de
24 de enero, 37/1995 de 7 de febrero, etc.

48 El Tribunal Constitucional viene exigiendo este presupuesto de forma reite­
rada: Sentencia 56/1991 de 12 de marzo y los Autos 648/84 de 7 de noviembre,
707/1984 de 21 de noviembre, 708/1984 de 21de noviembre, 712/1984 de 21 de no­
viembre, 376/1988 de 24 de marzo, etc.

49 También en este mismo sentido las sentencias del Tribunal Constitucional
50/1982 de 15 de julio, 8/1991 de 17 de enero, 117/1993 de 29 de marzo, 51/1996 de
26 de marzo, etc.

50 Así las SSTC 41/1981 de 18 de diciembre, 60/1983 de 6 de julio, 21/1985 de 15 de
febrero, 64/1985 de 17 de mayo, 145/1986 de 24 de noviembre, 8/1991 de 17 de enero,
6/1992 de 16 de enero, 217/1993 de 30 de junio, 289/1994 de 27 de octubre, etc.
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seno se encuentran comprendidos, a su vez, una serie de principios
instrumentales, dentro de los que destacan51:

a) El libre acceso a los juzgados y tribunales: todo ciudadano
tiene derecho a dirigirse a los órganos jurisdiccionales con la pre­
tensión de que actúen en consonancia con su funcióni'l.l.

b) El derecho a una resolución que decida la cuestión debati­
da5il: todos gozamos del derecho a obtener un fallo de los tribunales
de justicia sobre el fondo de la cuestión debatida, ateniéndose a lo
establecido en la Ley, y siempre que se den los presupuestos pro­
cesales para elloM•

e) El derecho a la ejecución de la sentenciaffiy al recursoffi;todo
justiciable, una vez incoado el proceso, debe tener derecho a poner en
duda la correcciónjurídica de las diversas resoluciones judiciales que
vayan dictándose y, además, a que se desarrolle por completo la fun­
ciónjurisdiccional con la consiguiente ejecución del fallo ya firme.

d) También deben considerarse agresiones al derecho a la
tutela judicial efectiva otra serie muy amplia de situaciones,
dentro de las que destacan: la incongruencia de la sentencia por
omisión de pronunciamient057, la incongruencia por extra peti-

51 Recogen el contenido de esta garantía las Sentencias del Tribunal Constitu­
cional 32/1982 de 7 de julio, 26/1983 de 13 de abril, 125/1994 de 25 de abril, 331/1994
de 19 de diciembre, etc.

52 El Tribunal Constitucional ha perfilado con nitidez el sentido de esta garan­
tía, así las sentencias 22/1982 de 12 de mayo, 17/1983 de 11 de marzo, 4/1984 de 23
de enero, 115/1984 de 3 de diciembre, 131/991 de 17 de junio, 6/1992 de 16 de ene­
ro, 289/1994 de 27 de octubre, etc.

53 Este derecho, junto con el de acceso a los órganos jurisdiccionales, configuran
el denominado «derecho al proceso».

64 Esta faceta del derecho a la tutela judicial efectiva es reconocida en las Sen­
tencias 1/1981 de 26 de enero, 14/1982 de 21 de abril, 61/1983 de 1 de julio, 6/1986
de 21 de enero, 105/1987 de 15 de junio, 47/1988 de 21 de marzo, 5/1991 de 14 de
enero, 132/1992 de 28 de septiembre, 289/1994 de 27 de octubre, 46/1995 de 14 de
febrero, 32/1996 de 27 de febrero, etc.

55 La importancia del derecho a la ejecución podemos apreciada en las Senten­
cias 32/1982 de 7 de junio, 26/1983 de 13 de abril, 109/1984 de 26 de noviembre,
18/1986 de 20 de octubre, 125/1987 de 15 de julio, 215/1988 de 14 de noviembre,
28/1989 de 6 de febrero, 147/1990 de 1 de octubre, 194/1991 de 17 de octubre,
219/1994 de 18 de julio, etc.

56 Recalcando este elemento configurador, podemos citar las sentencias 14/1982
de 21 de abril, 3/1983 de 25 de enero, 54/1984 de 4 de mayo, 96/1985 de 29 de ju­
lio, 3/1986 de 4 de enero, 151/1987 de 2 de octubre, 113/1988 de 9 de junio, 218/1989
de 21 de diciembre, 33/1990 de 26 de febrero, 96/1991 de 9 de mayo, 9/1992 de 16
de enero, 239/1993 de 12 de julio, 119/1994 de 25 de abril, 37/1995 de 7 de febrero,
38/1996 de 11 de marzo, etc.

57 En este sentido las Sentencias 61/1983 de 11 de julio, 5/1986 de 21 de enero, 55/1987
de 13 de mayo, 169/1988 de 29 de septiembre, 8/1989 de 23 de enero, 95/1990 de 23 de
mayo, 123/1991 de 3 de junio, 222/1994 de 18 de julio, 11/1995 de 16 de enero, ete.
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tum58, la falta de motivación en las resoluciones judiciales59, la
incorrecta ejecución de los actos de comunicaciónoo, y una serie
de vicios procesales de difícil clasificación uniforme61•

b) Derecho a la no indefensión

Nos remitimos a lo ya expuesto en páginas precedentes sobre el
concepto constitucional de indefensión.

c) Derecho al Juez ordinario predeterminado por la ley

El derecho al juez ordinario predeterminado por la Ley previsto en
el artículo 24 de la Constitución, se convierte en uno de los elemen­
tos que con mayor fuerza coadyuvan a la obtención de la necesaria
seguridad jurídica que todo proceso debe ofrecer. Este derecho garan­
tiza en síntesis: a) la prohibición de las llamadas jurisdicciones espe­
ciales, no reconocidas por la propia Constitución~ b) la reserva de Ley
en la regulación de toda materia relacionada con la constitución, cri­
terios de atribución de competencia y funcionamiento de los órganos
judiciales; c) la necesidad de que las normas aplicables a los ámbitos
anteriores vean la luz con carácter previo al inicio del proceso con­
creto de que se trate, de forma que los justiciables puedan conocer la
identidad del órgano judicial ante el que pueden plantear sus pre­
tensiones con anterioridad a la iniciación del proceso mismo63•

58 Sobre esta clase de incongruencia, las sentencias 20/1982 de 5 de mayo,
120/1984 de 10 de diciembre, 14/1985 de 1 de febrero, 110/1986 de 29 de septiem­
bre, 211/1988 de 10 de noviembre, 125/1989 de 12 de julio, 74/1990 de 23 de abril,
222/1994 de 18 de3 julio, etc.

59 La relación entre el derecho a la tutela judicial efectiva y la necesaria moti­
vación de la sentencia, así como los parámetros en los que esta última debe desen­
volverse, pueden observarse en las sentencias 49/1982 de 14 de julio, 61/1983 de 11
de julio, 64/1984 de 21 de mayo, 5/1986 de 21 de enero, 174/1987 de 3 de diciembre,
75/1988 de 25 de abril, 36/1989 de 14 de febrero, 114/1990 de 26 de septiembre,
70/1991 de 8 de abril, 34/1992 de 9 de marzo, 122/1994 de 25 de abril, 4/1996 de 16
de enero, 32/1996 de 27 de febrero, etc.

60 A modo de ejemplo las Sentencias 114/1986 de 2 de octubre, 14/1987 de 11 de
febrero, 110/1988 de 8 de junio, 101/1990 de 4 de junio, 8/1991 de 17 de enero,
56/1992 de 8 de abril, etc.

61 Para una mayor profundización en el contenido del derecho a la tutela judi­
cial efectiva, vid. OLIVA SANTOS, A. De La, Derecho Procesal. Introducción, op. cit.,
págs. 415 y ss.

62 A salvo de la jurisdicción militar, reconocida por el artículo 117.3 de la Cons­
titución Española.

63 No puede haber forma más correcta de definir esta garantía que acudir a la pro­
pia doctrina de nuestro Tribunal Constitucional, en este sentido las sentencias 47/1982
de 12 de julio, 31/1983 de 27 de abril, 11/1984 de 28 de noviembre, 44/1985 de 22 de mar­
zo, 66/1986 de 23 de mayo, 148/1987 de 28 de septiembre, 60/1991 de 14 de marzo, etc.
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d) Derecho a la asistencia de letrado

En el ámbito civil de la jurisdicción adquiere especial relevancia
el derecho que todo ciudadano posee de verse defendido en el pro­
ceso por un profesional del derecho, ya que, no olvidemos, la regla
general en este ámbito de la jurisdicción es la necesidad de dicha
asistencial*, convirtiéndose la postulación en presupuesto para la ob­
tención de una resolución sobre el fondo (presupuesto del derecho al
proceso). Por ello, deviene, en todo caso, necesaria la asignación de
abogado de oficiocuando alguna de las partes carece de recursos eco­
nómicos (concesión del beneficio de justicia gratuitaYú.

No debemos olvidar que los límites del derecho a la asistencia de le­
trado se ven ampliados por la jurisprudencia, incluyéndose en su seno
el derecho a la asistencia de intérprete, tipificándose la actuación de
este último comoun supuesto especial de asistencia técnica. El Tribu­
nal Constitucional viene declarando que la asignación de intérprete
debe realizarse en cualquier asunto en que una de las partes desco­
nozca el idioma español, aunque se trate de ciudadanos de este paísffi•

e) Derecho a un proceso sin dilaciones indebidas

Aludimos, en este momento, a otra de las garantía recogidas por
el apartado segundo del arto 24 CE cuya finalidad es muy nítida:

64 No constituye una ruptura en nuestra tradición procesal las novedades que al
respecto introduce la LEC/2000 (fase inicial del procedimiento monitorio), pues el Le­
gislador sigue manteniendo, con cumplimiento estricto de lo preceptuado por el arto
24 CE, la necesaria intervención de letrado con carácter general, excepcionando sólo
aquellos trámites específicosen los que, por su sencillez, el ciudadano, aunque deci­
da acudir sin asesoramiento técnico, no quedará en situación de indefensión.

65 El contenido de este derecho viene establecido por la doctrina del Tribunal
Constitucional, así las sentencias 30/1981 de 24 de julio, 42/1982 de 5 de julio,
57/1984 de 8 de mayo, 132/1992 de 28 de septiembre, 91/1994 de 21 de marzo,
18/1995 de 24 de enero. Especialmente la sentencia 29/1995 de 6 de febrero que re­
cogiendo la doctrina del TEDH, afirma: « ••• Este Tribunal ha tenido ocasión de pro­
clamarlo, con el apoyo interpretativo, dispuesto por la propia Constitución, del ar­
tículo 6.3.c) CEDH, asumiendo la declaración contenida en la referida sentencia del
TEDH de 25 de abril de 1983 (<<casoPakelli») según la cual dicho precepto «garan­
tiza tres derechos al acusado: a defenderse por sí mismo, a defenderse mediante asis­
tencia letrada de su elección y, en determinadas condiciones, a recibir asistencia le­
trada gratuita» ... » (f.j. 3.2).

Por supuesto, desde esta perspectiva tiene especial relevancia el posibilitar esa
asistencia técnica a quien carece de medios económicos.Así lo establecen las sen­
tencias del Tribunal Constitucional 216/1988 de 14 de noviembre, 245/1988 de 19
de diciembre, 132/1992 de 28 de septiembre, etc.

66 Pueden contemplarse estas declaraciones en las sentencias 74/1987 de 25 de
mayo, 71/1988 de 19 de abril, 181/1994 de 20 de junio, etc.
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evitar la duración excesiva de un proceso, siempre que la misma
resulte injustificada 67.

En términos muy simples, así lo requiere la extensión del pre­
sente trabajo, con esta cláusula la Constitución reconoce a los justi­
ciables el derecho a que, en todo orden jurisdiccional, no se produz­
ca, de forma injustificada y más allá de límites razonables, un retraso
en el desarrollo y conclusión del concreto proceso en el que participa
como parte. La jurisprudencia vertida, no sólo por nuestro Tribunal
Constitucional, sino también, consecuencia directa del reconocimien­
to internacional de esta garantía, por el Tribunal Europeo de Dere­
chos Humanoslll, es diáfana al afirmar que para determinar cuándo
un concreto proceso se ha visto afectado por dilaciones calificables de
indebidas, será preciso analizar en profundidad las circunstancias es­
peciales que hayan concurrido en ese proceso, así como otra serie de
elementos como su complejidad, comportamiento desplegado por las
partes y por el propio órgano judicialal•

f) Derecho a la prueba

El reconocimiento de este derecho, que se hace de forma directa
en el arto 24.2 de la Constitución, conlleva, a su vez, la afirmación de
los principios de contradicción, audiencia y de manera muy especial
del derecho a la no indefensión. Resumiendo de una forma muy ge­
nérica el conjunto de declaraciones vertidas por la jurisprudencia, tan­
to del Tribunal Constitucional como de la Sala 1.ª, puede afirmarse

67 Garantía que, por otra parte, viene siendo exigida desde estamentos interna­
cionales, lo que hace necesario tener muy presente lo establecido en diversos trata­
dos internacionales que afectan a España: en este sentido, el arto 11 de la Declara­
ción Universal de Derechos Humanos, así como el arto 6 del Convenio de Roma, y
el 14 del Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos.

68 Las declaraciones del Tribunal Europeo de Derechos Humanos adquieren
gran relevancia al aplicar el artículo 6.1 del Convenio Europeo para la Protec­
ción de los Derechos Humanos y de las Libertades Fundamentales de 4 de no­
viembre de 1950, normativa que tiene plena eficacia en nuestro Ordenamiento
interno. En relación con esta temática son de interés las SS: caso Wemhift, 27 de
junio de 1968; caso Neusmeister, de 27 de junio de 1968; caso Ringeisen, de 6 de
julio de 1971; caso K6nig, de 28 de julio de 1978; caso Buchholz, de 6 de mayo de
1981; caso Eckle, de 15 de julio de 1982; caso Fati, de 10 de diciembre de 1982;
caso Corigliano, de 10 de diciembre de 1982; caso Zimmermann-Steiner, de 13 de
julio de 1983.

69 La doctrina del Tribunal Constitucional en esta materia puede resumirse en
palabras de las sentencias 4/1981 de 14 de julio, 62/1982 de 15 de octubre, 18/1983
de 14 de marzo, 36/1984 de 14 de marzo, 5/1985 de 23 de enero, 223/1988 de 4 de
noviembre, 50/1989 de 21 de febrero, 159/1990 de 18 de octubre, 10/1991 de 17 de
enero, 250/1994 de 19 de septiembre, etc.
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que su contenido abarca el derecho de todo ciudadano a ver admiti­
das aquellas diligencias probatorias que resulten útiles \u, trascenden­
tes 71 y pertinentes 12, así como el de que los órganos judiciales cuando
hagan uso del denominado expediente de valoración conjunta de la
prueba, deban aportar la necesaria justificación racional de las cau­
sas por las que se han concedido o descartado validez a los datos de
hecho obtenidos de los medios de prueba traídos al proceso 73.

g) Derecho a un proceso con todas las garantías

Por fin, el artículo 24 de la Constitución recoge una cláusula ge­
nérica que va a servir para conferir, a principios y garantías no pre­
vistos expresamente en el arto 24 de la Constitución, idénticos me­
canismos de protección que a los derechos en él expresamente
reconocidos. En el arto 24 CE no quedan reflejados la totalidad de
principios y garantías que rigen el nacimiento, desarrollo y fin del
proceso; aquellos y éstas, sin embargo, es posible descubrirlas en
otros artículos del propio texto constitucional, como por ejemplo el
arto 117.1, donde se establece la independenciajudicial. En otros ca­
sos, ni siquiera aparecen mencionados en el propio texto constitu­
cional (principios de audiencia, contradicción, igualdad procesal, así
como la imparcialidad como atributo de la Jurisdicción), sin que por
ello dejen de tener ese carácter inspirador de todo el proceso. Por
todo ello, así lo viene reconociendo de forma unánime tanto el Tri­
bunal Constituciona174 como la doctrina científica75, el Legislador ha

70 Así las SSTC 17/1984 de 7 de febrero, 149/1987 de 30 de septiembre, y los Au­
tos 96/1981 de 30 de septiembre, 460/1983 de 13 de octubre, 49/1984 de 25 de ene­
ro, etc.

71 Atender a lo dispuesto en las SSTC 50/1982 de 15 de julio, 149/1987 de 30 de
septiembre, 1/1996 de 15 de enero, etc.

72 Pueden consultarse las SSTC 50/1982 de 15 de julio, 36/1983 de 11 de mayo,
55/1984 de 7 de mayo, 30/1986 de 20 de febrero, 149/1987 de 30 de septiembre,
167/1988 de 27 de septiembre, 59/1991 de 14 de marzo, 246/1994 de 19 de septiem­
bre, 131/1995 de 11 de septiembre, 1/1996 de 15 de enero, etc.

73 Esta prohibición es reiterada por la jurisprudencia, tanto del Tribunal Cons­
titucional como del Tribunal Supremo, se pueden consultar entre las más recientes,
las SSTC 34/1996 de 11 de marzo, 123/1997 de 1 de julio, 148/1997 de 29 de sep­
tiembre, 136/1999 de 20 de julio, etc., y las SSTS de 30 de enero de 1997 (R. A. 151),
6 de mayo de 1998 (R. A. 3703), 30 de abril de 1999 (R. A. 5602), 29 de septiembre
de 1999 (R. A. 1381), etc.

74 Pueden consultarse las sentencias 46/1982 de 12 de julio, 124/1984 de 18 de
diciembre, 103/1994 de 11 de abril, 137/1994 de 9 de mayo, 18/1995 de 24 de enero,
60/1995 de 17 de marzo, 64/1995 de 3 de abril, etc.

75 En relación con la temática del proceso debido, vid.: VANDERBILT, A. T., The
Role of Procedure in the Protection of Freedom, Edit. University of Chicago Law
School. Co. 7 de mayo de 1953; COUTURE, E. J.: «La Garanzia Costituzionale del
Dovuto Processo Legale», Rivista di Diritto Processuale, Padova, 1954, págs.81 ss.;
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introducido esta cláusula del derecho al proceso con todas las ga­
rantías, ya tradicional en el ámbito jurídico anglosajóní'6,con la fi­
nalidad de dar amparo a ese conjunto de principios y garantías
huérfanos de reconocimiento expreso en nuestra Carta Magna.

Con arreglo a ello, será preciso revisar constantemente las de­
claraciones que al respecto realice la jurisprudencia para ir con­
cretando el conjunto de garantías que integran la cláusula del pro­
ceso con todas las garantías, pues la infracción de aquéllas podrá
fundamentar el recurso extraordinario por infracción procesal a tra­
vés del motivo previsto en el arto 469.1.4º LEC/2000. En todo caso,
es posible enunciar los siguientes principios y garantías:

a) Principio procesal de audiencia y contradicción procesal: Uno
de los elementos que con mayor claridad sirve a los intereses de las
partes en el proceso es el principio de audiencia, habitualmente con-

FIZ ZAMUDIO, H.: «Protección Procesal de los Derechos Humanos», Revista de De­
recho Procesal Iberoamericana, Madrid, 1972; FELLMAN, D., Tutela della Liberta
e Due Process of Law negli Stati Uniti d'America. La Liberta Personale, a cura di
Leopoldo Elia e Mario Chiavario, Torino, 1977, págs.137 ss.; BANDRÉS SÁNCHEZ­
CRUZAT, Juan Manuel, Derecho Fundamental al Proceso Debido y el Tribunal Cons­
titucional, Edit. Aranzadi, Pamplona, 1992.

76 El primer vestigio que puede apreciarse es el del Due Process of Law, recogi­
do en la Carta Magna que el Rey Juan de Inglaterra otorgó a sus subditos en 1215
(<<Ningún hombre libre podrá ser detenido, ni preso, ni desposeído de sus bienes, ni
declarado fuera de la Ley, ni desterrado ni peIjudicado en cualquier otra forma, ni
procederemos, ni ordenaremos proceder contra él, sino en virtud de un juicio legal
por su parte y por la ley del país»). La noción de juicio legal, sin embargo, adquie­
re especial relevancia cuando cruza el océano Atlántico y se incorpora a las prime­
ras declaraciones de Derechos y Ordenanzas de los nuevos Estados americanos
(apartado 8.º de la Declaración de Derechos de Virginia -Bill of Rights-, aproba­
da el 12 de junio de 1776). De esa primera cláusula, fueron surgiendo una serie de
garantías que con el tiempo conformaron las diferentes enmiendas que ahora cons­
tituyen la Constitución de los Estados Unidos de Norteamérica (especialmente, las
enmiendas quinta, de 1791, -derecho a no declarar contra sí mismo-, sexta, del
mismo año 1791, -derecho a un juicio rápido y público, a un juez imparcial, a la
prueba, y defensa técnica-, y decimocuarta, de 1868, -derecho a la vida, libertad,
propiedad, a un procedimiento regulado, derecho a la igualdad). Todas estas garan­
tías y las que con el tiempo puedan ir añadiéndose, conforman según el Tribunal
Supremo Estadounidense el concepto de derecho al proceso debido (casos Hurtado
y California -1884-). De gran interés son las palabras de BANDRÉS al apuntar
que «~oo. La jurisprudencia del Tribunal Supremo [de Estados Unidos] ha ido desa­
rrollando y desenvolviendo a lo largo de numerosa jurisprudencia el sentido origi­
nal del derecho al proceso debido, intuyendo una dimensión sustantiva del due pro­
cess of law, que se identifica con la elaboración regular de la Ley, y una dimensión
objetiva o instrumental, comprensivas de las garantías procedimentales, en donde se
albergan los deberes impuestos al legislador y al poder ejecutivo de no menoscabar
las garantías procesales constitucinalizadas, preservando el derecho del ciudadano
a ser oído en el proceso (".J, el derecho a defenderse efectivamente, a utilizar medios
legítimos de prueba, impidiendo que la condena se sustente en pruebas obtenidas ile­
gítimamente, extendiendo a toda clase de procesos la observancia del derecho al pro­
ceso debido.,,», BANDRÉS SÁNCHEZ-CRUZAT, J. M., Derecho Fundamental al Pro­
ceso Debido y el Tribunal Constitucional, op. cit., pág. 48.
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ceptuado mediante la máxima de que nadie puede ser condenado
sin ser oído y vencido en juicio 71.

Por otro lado, el principio de contradicción procesal, estrecha­
mente unido al de audiencia, se verifica cuando se otorga a las par­
tes, de forma recíproca, la posibilidad de exponer aquellos argu­
mentos que entiendan oportunos para la defensa de su posición,
otorgando iguales oportunidades alegatorias a todas las partes in­
tervinientes, de tal forma que ante las alegaciones de una de ellas,
la otra, pueda, en todo caso, exponer aquellos argumentos que en­
tienda necesarios para la defensa de su posición (demanda y con­
testación, proposición de prueba contraria, conclusiones)711.

b) Principio de igualdad procesal: el Tribunal Constitucional ha
tenido oportunidad, en varias ocasiones, de analizar este principio,
declarando de forma expresa su inclusión en la cláusula del dere­
cho al proceso con todas las garantías y negando su protección al
amparo del arto 14 del texto constitucional7ll.

De igual forma que los principios de audiencia y contradicción, el
de igualdad procesal informa la totalidad del proceso, de inicio a fin.
No respetar este principio supone romper el equilibrio procesal que
debe existir entre las partes y, con ello, la todo el sistema sobre el que
se sustenta la solución de conflictos jurisdiccionales. Comporta la ne­
cesidad de que las partes dispongan de iguales medios para defender
en el proceso sus respectivas posiciones, esto es, gozar de idénticos de­
rechos procesales, de idénticas posibilidades para sostener y funda­
mentar lo que cada parte estime preciso a sus intereses8).

77 En este sentido, pueden citarse las palabras del Tribunal Constitucional, en
Sentencias 13/1981 de 22 de abril, 82/1983 de 20 de octubre, 71/1985 de 12 de ju­
nio, 130/1986 de 29 de octubre, 251/1987 de 2 de octubre, 43/1988 de 16 de marzo,
22/1989 de 1 de febrero, 185/1990 de 15 de noviembre, 7/1991 de 17 de enero,
196/1992 de 17 de noviembre, 134/1995 de 25 de septiembre, etc.

78 Como definición de este principio nos sirven perfectamente las palabras de las
Sentencias del Tribunal Constitucional 28/1981 de 23 de julio, 4/1982 de 8 de fe­
brero, 92/1983 de 8 de noviembre, 15/1984 de 6 de febrero, 156/1985 de 15 de no­
viembre, 48/1986 de 23 de abril, 194/1987 de 9 de diciembre, 43/1988 de 16 de mar­
zo, 22/1989 de 1 de febrero, 39/1991 de 25 de febrero, 6/1992 de 16 de enero, 117/1993
de 29 de marzo, 175/94 de 6 de junio, etc.

79 Esta declaración puede consultarse en las Sentencias 155/1988 de 22 de julio,
290/1993 de 4 de octubre, 116/1995 de 17 de julio, etc.

80 Para comprender mejor el alcance de este principio podemos citar las Sen­
tencias del Tribunal Constitucional 30/1981 de 24 de julio, 76/1982 de 14 de di­
ciembre, 92/1983 de 8 de noviembre, 109/1985 de 8 de octubre, 48/1986 de 23 de
abril, 194/1987 de 9 de diciembre, 245/1988 de 19 de diciembre, 101/1989 de 5 de
junio, 6/1992 de 16 de enero, 175/1994 de 6 de junio, 116/1995 de 17 de julio, etc.

Podemos apreciar su inclusión en las garantías del artículo 24 de la Constitu­
ción, a través de la cláusula del proceso con todas las garantías, en la sentencia
64/1995 de 3 de abril.
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c) La imparcialidad y la independencia judicial: cuando se alu­
de a la imparcialidad judicial, se está haciendo referencia a la ne­
cesidad de que frente a las posiciones enfrentadas de ambas partes
en un proceso, el órgano judicial actúe de una manera totalmente
aséptica, limitándose a realizar su actividad, ajeno a todo posible
interés en un concreto resultado del asunto litigioso, sin aliviar o
complicar la posición de ninguna de las partes intervinientes en la
causa81•

Por otra parte, esta vez si reconocido expresamente por nuestra
Carta Magna (art. 117.1 CE), debemos hacer mención al principio
de independencia judicial, inspirador de la actividad judicial y que
puede ser analizado desde dos perspectivas diferentes~

• Desde la primera, tomando como punto de referencia al
Poder Judicial en relación con los demás poderes públicos,
aparece como plasmación de la independencia política que
en virtud del principio de separación de poderes se ha
establecido entre el conjunto del Poderes que integran el
Estado.

• Desde la segunda, su análisis debe centrarse en la persona
física del Juez o Magistrado, titular y responsable de un de­
terminado órgano judicial, siendo en este plano donde radi­
ca la verdadera esencia de este principio procesal. Con él se
pretende asegurar que el órgano judicial encargado de re­
solver una concreta cuestión litigios a, lo haga atendiendo,
solamente, a lo establecido en el ordenamiento jurídico y a
la interpretación que de él realice con arreglo a su propio
criterio.

A nadie puede escapar la estrecha relación existente entre los
principios de independencia e imparcialidad. No es difícil pensar en
supuestos en los que la dependencia judicial conlleve una clara ac­
tuación parcial'll.

81 Definen el perfil de este principio las sentencias del Tribunal Constitucional
96/1987 de 10 de junio, 145/1988 de 12 de julio, 101/1989 de 5 de junio, 138/1994
de 9 de mayo, 60/1995 de 17 de marzo, etc.

82 En este sentido REDENTI, E., Diritto Processuale Civile, Vol.1, op. cit., págs.
43-45.

83 El Tribunal Constitucional ha tenido oportunidad de pronunciarse sobre la
independencia judicial al decidir sobre la constitucionalidad de diversas normas, bá­
sicamente referidas a cuestiones de incompatibilidad. Pueden consultarse las si­
guientes Sentencias: 72/1982 de 14 de junio, 77/1985 de 27 de junio, 60/1986 de 20
de mayo, 108/1986 de 26 de julio, etc.
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3. LA NECESARIA DENUNCIA O PETICIÓN
DE SUBSANACIÓN PREVIA

Finaliza el arto 469 LEC/2000 incorporando un apartado segun­
do en el que se introduce, no una causa o motivo a través del cual
articular este recurso extraordinario, sino un auténtico requisito de
admisibilidad del mismo: sólo procederá el recurso extraordinario
por infracción procesal cuando, de ser posible, ésta o la vulneración
del artículo 24 de la Constitución se hayan denunciado en la ins­
tancia y cuando, de haberse producido en la primera, la denuncia
se haya reproducido en la segunda instancia. Además, si la viola­
ción de derecho fundamental hubiere producido falta o defecto sub­
sanable, deberá haberse pedido la subsanación en la instancia o ins­
tancias oportunas84•

En el caso de no hacerse uso de los mecanismos ordinarios para
impugnar la falta acaecida en el curso del proceso, se generará un
efecto de cosa juzgada formal, reconocido en el arto 207.4 LEC/2000,
que impedirá la admisión y eficacia del recurso por infracción pro­
cesal (art. 473.2.1Q LEC/2000). Sin embargo, debe tenerse presente
que no basta la mera alegación de los vicios durante el curso del
proceso, sino que además será preciso:

Que dicha alegación se lleve a cabo tan pronto como se pro­
duzca el defecto, o tenga la parte conocimiento de su exis­
tencia.

Que el recurrente haya hecho uso de todos los medios que la
Ley pone a su disposición para solventar el supuesto defecto
alegado.

También es preciso tener en cuenta que para dar por solicitada
la subsanación es necesario que la reclamación o recursos hayan
sido interpuesto por el propio litigante que formula el recurso y no

84 Vid. CARRERAS LLANSANA, J.: «Técnica Del recurso de casación», en Estu­
dios de Derecho Procesal, op. cit., págs. 625 y 626; PLAZA, M. De La, La casación
civil, op. cit., pág. 379.

También las SSTS de 24 de abril de 1920 (R. J. C. 26), 19 de octubre de 1933 (R.
A. 380), 27 de marzo de 1943 (R. A. 315), 28 de junio de 1952 (R. A. 1528), 18 de
diciembre de 1979 (R. A. 4366), 23 de septiembre de 1980 (R. A. 3230), 21 de no­
viembre de 1981 (R. A. 4540), 12 de diciembre de 1983 (R. A. 6932), 21 de enero de
1987 (R. A 132), 28 de febrero de 1989 (R. A. 1406), 27 de diciembre de 1990 (R. A.
10375), 20 de noviembre de 1991 (R. A. 8468), 17 de febrero de 1992 (R. A. 1263),
19 de octubre de 1993 (R. A. 7743), 14 de noviembre de 1994 (R. A. 8484),29 de di­
ciembre de 1995 (R. A. 9814), 12 de septiembre de 1996 (R. A. 6713), 29 de diciem­
bre de 1997 (R. A. 9603), 20 de octubre de 1998 8R. A. 7441), 16 de octubre de 1999
(R. A. 7401), etc.
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por otro, y que será inadmisible la impugnación, por esta vía ex­
traordinaria, si el recurrente subsanó la falta o vicio por medio de
su actividad posterior85•

La previa denuncia del defecto procesal, ya clásica en nuestro
ordenamiento jurídic086, se convierte en una especie de tamiz dise­
ñado con la finalidad de salvaguardar el principio de economía pro­
cesal, obligando a los justiciables a intentar la subsanación de los
diversos defectos de naturaleza procesal que vayan surgiendo a lo
largo del proceso, en el primer momento en que ello sea posible,
cuando siempre será menos traumática dicha subsanación que más
adelante por medio de un recurso extraordinario cuyo efecto no será
otro que la anulación de todo lo actuado. Además, este requisito
está íntimamente unido a uno de los elementos que configuran la
legitimación para recurrir, cual es la existencia de peIjuicio o gra­
vamen; si para poder recurrir una determinada resolución judicial
es preciso resultar peIjudicado en alguna medida por ella, carece
de sentido permitir la impugnación si dicho gravamen proviene de
un defecto que ha sido reiteradamente consentido.

85 Vid. CARRERAS LLANSANA, J.: «Técnica Del recurso de casaci6n», en Estu­
dios de Derecho Procesal, op. cit., págs. 625 y 626.

S6 Sobre los antecedentes de este requisitos ver MARTíN BRAÑAS, C.., El re­
curso de casaci6n civil por infracci6n de las normas que rigen los actos y garantias
procesales, op. cit., págs. 297-308.
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